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Administrativa 
procedente de la 
Junta de Calidad 
Ambiental  

 
Caso Núm.: 
OA-15-AG-054 
 
Sobre:  
Orden de Hacer, 
Mostrar Causa, Cese 
y Desista 

 
Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, el Juez 
Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 28 de septiembre de 2018. 

Comparece mediante un recurso de revisión judicial el recurrente, 

Orlando Rodríguez Matos (en adelante, señor Rodríguez), dueño del 

edificio comercial Nieves Quick Lunch y nos solicita que revoquemos la 

resolución emitida por la Junta Calidad Ambiental (en adelante, JCA), el 

día 25 de octubre de 2016. Mediante dicha determinación se le impuso 

una multa de diez mil dólares ($10,000.00) al señor Rodríguez por 

infracciones al Reglamento para el Control de la Inyección Subterránea, 

Reglamento Núm. 3029 del 14 de diciembre de 1983 (en adelante, RCIS). 

 Por los fundamentos que discutiremos a continuación, resolvemos 

confirmar la Resolución emitida por la JCA. 

 Veamos los antecedentes fácticos y procesales que justifican esta 

determinación. 

I. 

 El 1 de octubre de 2015, la JCA emitió una Orden Administrativa 

de cese y desista y demostración de causa en contra del señor 

Rodríguez. Esta tuvo lugar el 12 de agosto de 2015, luego que el personal 

técnico de la JCA inspeccionara las instalaciones del edificio comercial 
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Nieves Quick Lunch, propiedad del recurrente.1 El personal indicó haber 

observado cuatro (4) sistemas de inyección subterránea para la 

disposición de aguas sanitarias, los cuales operaban sin la autorización 

correspondiente de la JCA. Además, se reportó que por la pared de uno 

de estos pozos sépticos había una descarga de aguas usadas en un 

terreno aledaño a una quebrada.2 En la referida orden, se le imputó haber 

violado las Reglas 302(A) y 303(A) del RCIS, por lo que se le notificó la 

intención de imponerle dos multas administrativas de $10,000.00 cada 

una.  

 En vista de ello, el 26 de octubre de 2015 el señor Rodríguez 

presentó una “Contestación a Querella” en la que alegó, entre varias 

cosas, que advino en conocimiento de la situación ambiental el día 12 de 

agosto de 2015, que solo existe un (1) sistema de inyección subterránea 

en su propiedad y que el dueño del terreno al que discurren las aguas 

usadas no permite que se repare el pozo séptico en cuestión.3 

 Tras varios trámites procesales, se celebró la vista en su fondo el 

día 8 de abril de 2016. En dicha audiencia, el recurrente testificó haber 

obtenido la propiedad donde se encuentra el sistema de inyección 

subterránea mediante compraventa en el año 2007. A estos efectos, 

alegó que había sido el vendedor Néstor L. Rodríguez Matos quien había 

construido el sistema de inyección subterránea situado en su propiedad.  

 Así las cosas, el 13 de septiembre de 2016 el Oficial Examinador 

rindió su informe. Allí, recomendó que se radicara una querella contra el 

señor Néstor L. Rodríguez Matos por la construcción ilegal del pozo 

séptico y que se multara con diez mil dólares ($10,000.00) al recurrente 

por haber violado la Regla 303(A) del RCIS.4 En vista de ello, el 25 de 

octubre de 2016, la Junta de Gobierno de la JCA emitió una Resolución y 

dictó lo siguiente: 

                                                 
1 Según consta en la Orden Administrativa que obra en el expediente, hubo otra 
inspección el día 25 de octubre de 2006; fecha anterior a que el señor Rodríguez 
adquiriese el edificio comercial Nieves Quick Lunch. Véase Apéndice del Recurso de 
Revisión Judicial, pág.1. 
2 Solicitud de Revisión Judicial, Apéndice, págs. 1 – 2. 
3 Solicitud de Revisión Judicial, Apéndice, págs. 9 – 10. 
4 Solicitud de Revisión Judicial, Apéndice, pág. 25 
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A. Se acoge el informe del Oficial Examinador, cuya copia se 

hace formar parte de la presente Resolución. 

 

B. Se ordena a la Parte Querellada, Orlando Rodríguez, el 

pago de DIEZ MIL DÓLARES ($10,000.00) por concepto de 

multa administrativa. 

 

C. Se apercibe a la Parte Querellada, Orlando Rodríguez, que 

en el futuro tiene la obligación de cumplir con las leyes y 

reglamentos ambientales de la JCA para la protección del 

medio ambiente, so pena de que se lleven en su contra 

procedimientos adjudicativos y/o se impongan multas 

adicionales. 

 

D. A su vez, se ordena al Representante del Interés Público a 

dar seguimiento al pago aquí impuesto e informar el estatus 

del mismo a la Junta de Gobierno.5 

 

 Inconforme, el 4 de enero de 2017 el señor Rivera presentó una 

“Moción de Reconsideración” ante la JCA, la cual fue debidamente 

acogida para fines de estudio. No obstante, transcurrió el término de 

noventa (90) días sin que la agencia tomara acción alguna respecto a la 

moción. Así, conforme a las secciones 3.15 y 4.2 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm.38-2017, 3 L.P.R.A. 

sec. 9601 et seq., el señor Rivera recurre oportunamente ante nos, 

mediante el recurso de revisión judicial. En su recurso, señala los 

siguientes errores:  

1. Erró el oficial examinador al no darle credibilidad al 
testimonio del querellante Sr. Orlando Rodríguez Matos, 
quien testificó que la propiedad donde ubica el pozo séptico 
le pertenece al presente a otra persona, Sr. José Hiram 
Flores Gutiérrez, quien la adquirió mediante compraventa al 
dueño original de la finca, Sr. Néstor Rodríguez Matos.  
 
2. Erró la Junta de Gobierno de la Junta de Calidad 
Ambiental al imponer al recurrente Sr. Orlando Rodríguez 
Matos, el pago de Diez Mil Dólares ($10,000.00) por 
concepto de multa administrativa, cuando la 
Recomendación del Oficial Examinador en su Informe fue a 
los efectos de que se ordenara la radicación de una querella 
contra el señor Néstor Rodríguez Matos, por la construcción 
ilegal del pozo séptico.  
 
3. Erró la Junta de Gobierno de la Junta de Calidad 
Ambiental al imponer al recurrente Sr. Orlando Rodríguez 
Matos, el pago de Diez Mil Dólares ($10,000.00) por 
concepto de multa administrativa, a pesar de que tan pronto 
el querellado-recurrente advino en conocimiento de la 

                                                 
5 Solicitud de Revisión Judicial, Apéndice, pág. 27 
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querella por la construcción ilegal del pozo séptico, efectuó 
acciones inmediatas dirigidas a solucionar el problema.  
4. Erró la Junta de Gobierno de la Junta de Calidad 
Ambiental al no reconsiderar su Resolución de 25 de 
octubre de 2016 y no devolver el caso a vista administrativa 
para aclarar cualquier duda que el Oficial Examinador 
pudiese tener con la titularidad de la propiedad en cuestión. 
 

Así trabada la controversia, a continuación, exponemos la norma 

doctrinal que sostiene la determinación adoptada. 

II. 

A. 

La sección 4.2 de la Ley Núm. 38-2017, 3 L.P.R.A. sec. 9672, 

establece el recurso de revisión judicial como el remedio exclusivo para 

revisar las determinaciones finales de una agencia administrativa. A esos 

efectos, la ley dispone que: 

[u]na parte adversamente afectada por una orden o 

resolución final de una agencia y que haya agotado todos 

los remedios provistos por la agencia o por el organismo 

administrativo apelativo correspondiente podrá presentar 

una solicitud de revisión ante el Tribunal de Apelaciones, 

dentro de un término de treinta (30) días contados a partir 

de la fecha del archivo en autos de la copia de la notificación 

de la orden o resolución final de la agencia o a partir de la 

fecha aplicable a las dispuestas en la Sección 3.15 de esta 

Ley, cuando el término para solicitar la revisión judicial  haya 

sido interrumpido mediante la presentación oportuna de una 

moción de reconsideración. 

 

 En lo referente al agotamiento de remedios al que alude la 

precitada disposición, la Sección 3.15 dispone lo siguiente: 

La parte adversamente afectada por una resolución u orden 

parcial o final podrá, dentro del término de veinte (20) días 

desde la fecha de archivo en autos de la notificación de la 

resolución u orden, presentar una moción de 

reconsideración de la resolución u orden. La agencia dentro 

de los quince (15) días de haberse presentado dicha moción 

deberá considerarla. Si la rechazare de plano o no actuare 

dentro de los quince (15) días, el término para solicitar 

revisión comenzará a correr nuevamente desde que se 

notifique dicha denegatoria o desde que expiren esos quince 

(15) días, según sea el caso. Si se tomare alguna 

determinación en su consideración, el término para solicitar 

revisión empezará a contarse desde la fecha en que se 

archive en autos una copia de la notificación de la resolución 

de la agencia resolviendo definitivamente la moción de 

reconsideración. Tal resolución deberá ser emitida y 
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archivada en autos dentro de los noventa (90) días 

siguientes a la radicación de la moción de reconsideración. 

Si la agencia acoge la moción de reconsideración pero deja 

de tomar alguna acción con relación a la moción dentro de 

los noventa (90) días de ésta haber sido radicada, perderá 

jurisdicción sobre la misma y el término para solicitar 

la revisión judicial  empezará a contarse a partir de la 

expiración de dicho término de noventa (90) días salvo que 

la agencia, por justa causa y dentro de esos noventa (90) 

días, prorrogue el término para resolver por un período que 

no excederá de treinta (30) días adicionales. 

Si la fecha de archivo en autos de copia de la notificación de 

la orden o resolución es distinta a la del depósito en el 

correo de dicha notificación, el término se calculará a partir 

de la fecha del depósito en el correo. 

3 L.P.R.A. sec. 9655. 

Conforme con lo expresado en la Ley, la parte adversamente 

afectada por el dictamen administrativo puede optar entre solicitarle al 

organismo administrativo que reconsidere su determinación final o 

presentar una solicitud de revisión judicial ante este tribunal; atendiendo 

los términos que a cada recurso corresponden. Cabe señalar que la 

solicitud de reconsideración dejó de ser un requisito jurisdiccional previo a 

la intervención judicial revisora, según dispuso la Ley Núm. 247-1995. 

Véase, además, Aponte v. Policía de P.R., 142 D.P.R. 75, 81-82 

(1996). Sin embargo, el Tribunal Supremo ha determinado que, como 

excepción, la reconsideración conserva el carácter jurisdiccional cuando 

expresamente lo dispone alguna ley aprobada con posterioridad a la 

enmienda del 1995. Cordero Vargas v. Pérez Pérez, 198 D.P.R. 848, 859 

(2017) que cita con aprobación a Aponte v. Policía de P.R., supra.  

 Como parte de las determinaciones administrativas sujetas a 

revisión judicial, se encuentran aquellos procedimientos mediante los 

cuales una agencia impone el pago de multas por violaciones a la ley o 

reglamento cuya implantación le ha sido delegada. Comisionado de 

Seguros v. Prime Life Partners Inc., 162 D.P.R. 334, 340 – 341 (2004); 

Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 D.P.R 425, 441 (1997). 

No obstante, se ha reconocido que las agencias gozan de una amplia 

discreción en cuanto a la imposición de sanciones, dado que son éstas 
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quienes promulgan la ley orgánica y los reglamentos y debido a su 

conocimiento especializado, están en mejor posición para establecer cuál 

es el efecto de la violación reglamentaria en su sector. E.L.A v. Frig. y 

Alm. del Turabo, inc. 155 D.P.R. 27 (2001). 

 Sin embargo, la revisión judicial de este tipo de actuación 

administrativa, de ordinario, no depende de que el tribunal realice una 

evaluación sobre la severidad o cuantía de la sanción. Es la agencia 

quien en la consecución de sus objetivos legislativos y conforme a su ley 

orgánica, determina cuál es la sanción aplicable al caso. Ahora bien, los 

tribunales tienen la obligación de velar por que la sanción sea una 

razonable y que esta corresponda al acto ilícito cometido. Es por ello que 

para descartar o modificar una sanción, el foro revisor deberá analizar si 

esta es arbitraria, caprichosa, irrazonable, si excede lo permitido por ley o 

si constituye un claro abuso de autoridad. Comisionado v. Prime Life, 

supra en las págs. 341-342; E.L.A. v. Frig. y Alm. del Turabo, Inc., supra 

en la pág. 38; Cities Service Gas Co. V. Perles Oil & Gas Co., 340 U.S. 

179 (1950). 

 Por otro lado, las determinaciones de hecho formuladas por una 

agencia administrativa están investidas de una presunción de regularidad 

y corrección. Es por ello que los tribunales apelativos no deben intervenir 

con las mismas, siempre y cuando éstas estén sostenidas por evidencia 

sustancial que surja del expediente administrativo, evaluado en su 

totalidad. González Segarra v. CFSE, 188 D.P.R. 252 (2013); García 

Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 D.P.R. 870, 1290-1291 (2008); Rivera 

Concepción v. A.R.P.E., 152 D.P.R. 116, 123 (2000); Henríquez v. 

Consejo Educación Superior, 120 D.P.R. 194, 210 (1987). Así, quien 

impugne las determinaciones de hecho de una agencia administrativa 

tiene el deber de presentar ante el foro judicial la evidencia necesaria que 

permita, como cuestión de derecho, descartar la presunción de corrección 

de la determinación administrativa. O.E.G. v. Santiago Guzmán, 188 

D.P.R. 215, 226-227 (2013); Rebollo v. Yiyi Motors, 161 D.P.R. 69, 76 
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(2002); Gutiérrez Vázquez v. Hernández y otros, 172 D.P.R. 232, 244 

(2007); Pacheco v. Estancias, 160 D.P.R. 409, 431 (2003). 

B. 

En nuestra jurisdicción, la protección del ambiente ostenta rango 

constitucional. Artículo VI, Sección 19 de la Constitución del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, L.P.R.A, Tomo 1; Muns. de Aguada y Aguadilla 

v. JCA, 190 DPR 122 (2014). Conforme con ello, la política pública 

ambiental del Estado Libre Asociado de Puerto Rico fue recogida en la 

Ley Núm. 416-2004, Ley sobre Política Pública Ambiental (en adelante, 

Ley Núm. 416), 12 L.P.R.A sec. 8001 et seq. Dicho estatuto, entre varios 

asuntos establece que: 

(b) [...] toda persona tiene derecho y deberá gozar de un 

medio ambiente saludable y que toda persona tiene la 

responsabilidad de contribuir a la conservación y 

mejoramiento del medio ambiente. Asimismo, toda persona 

responsable por la contaminación de nuestros suelos, aguas 

y atmósfera tiene la obligación de responder por los costos 

de la descontaminación o restauración y, cuando 

procediere, compensar al pueblo de Puerto Rico por los 

daños causados. 

(c) En armonía con lo anterior y reconocimiento de la 

importancia y relación entre los factores sociales, 

económicos y ambientales, el Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico procurará lograr su desarrollo sustentable 

basándose en los siguientes cuatro amplios objetivos: 

(1) La más efectiva protección del ambiente y los 
recursos naturales; 

(2) el uso más prudente y eficiente de los recursos 
naturales para beneficio de toda la ciudadanía; 

(3) un progreso social que reconozca las necesidades 
de todos, y 

(4) el logro y mantenimiento de altos y estables 
niveles de crecimiento económico y empleos. 

12 L.P.R.A. sec. 8001, Art. 3. 

 De acuerdo con dicha política pública, se creó la Junta de Calidad 

Ambiental (JCA). Esta agencia tiene como función principal el proteger y 

conservar el medioambiente haciendo uso de los recursos necesarios 

para impedir y eliminar daños que puedan afectarle. Conforme con ello, 
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vela por que se cumplan las disposiciones de la ley, los reglamentos que 

se aprueben, así como las órdenes que emita la propia JCA. Artículo 7 de 

la Ley Núm. 416-2004, 12 LPRA sec. 8002a(a). Entre sus facultades, la 

JCA posee autoridad para realizar inspecciones, estudios, investigaciones 

y análisis para garantizar el cumplimiento de la Ley, los reglamentos y sus 

órdenes e iniciar el trámite administrativo correspondiente para asegurar 

dicho cumplimiento. Artículo 9 de la Ley Núm. 416-2004, 12 LPRA secs. 

8002c(a)(4) y 8002c(a)(5). De este modo, la JCA queda facultada a: 

Expedir órdenes de hacer o de no hacer y de cese y 

desistimiento para que se tomen las medidas preventivas o 

de control que, a su juicio, sean necesarias para lograr los 

propósitos de este capítulo y los reglamentos que al amparo 

del mismo se promulguen. La persona natural o jurídica 

contra la cual se expida tal orden, podrá solicitar una vista 

administrativa en la que expondrá las razones que tenga 

para que la orden sea modificada o revocada y no deba ser 

puesta en vigor. La resolución o dictamen final de la Junta 

de Gobierno de la Junta de Calidad Ambiental podrá ser 

reconsiderada y revisada en la forma en que se dispone en 

la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme de Puerto 

Rico. No se suspenderán los efectos de dicha resolución o 

dictamen de la Junta, a menos que así lo ordene el Tribunal 

del Circuito de Apelaciones de Puerto Rico o la propia Junta 

de Gobierno, de acuerdo al procedimiento prescrito en el 

Artículo 12 de esta Ley y lo dispuesto por la "Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme de Puerto Rico". 

Artículo 9 de la Ley Núm. 416-2004, 12 LPRA sec. 

8002c(a)(8). 

 

 La JCA, además, tiene la facultad de imponer sanciones y multas 

administrativas por infracciones a la antes mencionada ley, a sus 

órdenes, reglas y reglamentos. A esos fines, el Artículo 16(c) de la Ley 

Núm. 416, 12 LPRA sec. 8002j(c), establece que: 

Se faculta a la Junta de Calidad Ambiental para imponer 

sanciones y multas administrativas por infracciones a este 

capítulo, y a las órdenes, reglas y reglamentos emitidos y 

aprobados por la Junta al amparo de este capítulo. Las 

multas administrativas no excederán de veinticinco mil 

dólares ($25,000) por cada infracción, entendiéndose que 

cada día que subsista la infracción se considerará como una 

violación por separado. 

 

12 L.P.R.A sec. 8002j 
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No obstante, el estatuto establece que la imposición de 

penalidades se realizará luego de finalizado un proceso de Vista 

Administrativa, la cual se conducirá conforme a las disposiciones de la 

Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme y las Reglas de 

Procedimiento de Vistas Administrativas de la JCA, según enmendadas. 

12 L.P.R.A. sec. 8002c. 

En virtud de las facultades que le delegó la Ley Núm. 416, supra, la 

Junta de Calidad Ambiental adoptó el Reglamento Para El Control de la 

Inyección Subterránea (RCIS), supra. En cuanto a los requisitos y 

prohibiciones específicas relativas a la operación de los sistemas de 

inyección subterránea, las Reglas 302 (A) y 303(A), del Reglamento Núm. 

3029 (RCIS), promulgan lo siguiente: 

Regla 302: 

A. Permiso Requerido:  

Ninguna persona ocasionará o permitirá la 
construcción, modificación o conversión de cualquier 
facilidad de inyección subterránea (FIS), que no haya 
sido específicamente prohibida en la Regla 202, sin 
poseer un permiso de la Junta.  

[. . .] 

Regla 303: 

A. Permiso Requerido: 

1. Ninguna persona causará o permitirá la operación 
de una facilidad de inyección subterránea, que no 
haya sido específicamente prohibida en la Regla 202, 
sin permiso de la Junta.  

2. Pasados 6 meses desde la fecha de vigencia de 
este reglamento, ninguna persona podrá operar o 
causar la operación de una facilidad existente de 
inyección subterránea sin antes haber solicitado a la 
Junta un permiso para operar. 

[. . .] 

 Asimismo, en lo que respecta al incumplimiento de las 

disposiciones reglamentarias, el Reglamento Núm. 3029 dispone en su 

Regla 112: 

Cualquier violación a este Reglamento constituirá un delito 
menos grave y estará sujeta a las multas administrativas y 
penalidades establecidas por la Ley de Política Pública 
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Ambiental (Ley Número 9 del 18 de junio de 19970, según 
enmendada). Además, la Junta podrá, en casos de 
infracción a este Reglamento, suspender, enmendar o 
revocar cualquier permiso u otra autorización emitido en 
virtud de este Reglamento. 

 
III. 

En el caso de autos, la Junta de Calidad Ambiental emitió una 

resolución mediante la cual impuso el pago de una multa administrativa 

de diez mil dólares ($10,000.00) al señor Rodríguez, tras determinar que 

este había violado la Regla 303(A) del RCIS, supra. No obstante, el 

recurrente solicitó nuestra intervención al entender que dicha agencia 

administrativa erró en su determinación.  

Conforme con la normativa antes reseñada, procede que 

confirmemos la Resolución de la Junta de Calidad Ambiental. En atención 

a los señalamientos de error aducidos, procedemos a resolver.  

A. 
 

 Como primer error, el recurrente aduce que el foro administrativo 

erró al no darle credibilidad a su testimonio en cuanto a que este no era el 

propietario actual del inmueble donde ubica el pozo séptico en cuestión. 

No le asiste la razón.  

 Primeramente, en el expediente ante nuestra consideración no 

obra la Transcripción de la Prueba Oral presentada en la vista 

administrativa del día 8 de abril de 2016; cuya apreciación el recurrente 

solicita que evaluemos.6 Por su parte, es sabido que las determinaciones 

de hecho realizadas por la agencia administrativa merecen gran 

deferencia, a la vez que están cobijadas por una presunción de 

                                                 
6 A estos efectos, la Regla 19 del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 19 
dispone lo siguiente:  
A) Cuando la parte apelante haya señalado algún error relacionado con la 
suficiencia de la prueba testifical o con la apreciación errónea de ésta por parte del 
tribunal apelado, someterá una transcripción, una exposición estipulada o una 
exposición narrativa de la prueba. (B) La parte apelante deberá acreditar, dentro del 
término de diez días siguientes a la presentación de la apelación, que el método de 
reproducción de la prueba oral que utilizará es el que propicia la más rápida dilucidación 
del caso, pudiendo el tribunal determinar el método que alcance esos propósitos. (C) El 
tribunal podrá imponer costas y sanciones a la parte o a su abogado o abogada de 
determinar que obstaculizaron el logro de la reproducción de la prueba oral y 
ocasionaron retraso en cuanto a la solución del recurso. Asimismo, podrá imponer 
sanciones a cualquier parte o a su abogado en los casos en que intencionalmente se le 
haya hecho una representación incorrecta al Tribunal de Apelaciones sobre el contenido 
de la prueba testifical. (Énfasis Nuestro) 
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regularidad y corrección. Es por ello que la parte que pretenda impugnar 

las determinaciones de hecho de una agencia administrativa tiene el 

deber de presentar ante el foro apelativo la evidencia necesaria que 

permita descartar la presunción de corrección que cobija la determinación 

administrativa. En vista de ello, ausente la transcripción oral de la prueba 

y otorgándole deferencia al criterio del foro recurrido, no hallamos en el 

expediente argumentación o evidencia que nos mueva variar la 

determinación recurrida. 

Como errores segundo, tercero y cuarto, el recurrente alega que 

erró la JCA al imponerle una multa de diez mil dólares (10,000.00) por 

haber violado la Regla 303(A), supra, a la vez que: (2) la recomendación 

del Oficial Examinador fue que se radicara una querella contra el señor 

Néstor Rodríguez Matos por la construcción ilegal del pozo séptico; (3) 

este efectuó acciones inmediatas dirigidas a solucionar el problema 

inmediatamente advino conocimiento de la situación y (4) la JCA no 

reconsideró su Resolución de 25 de octubre de 2016 y no devolvió el 

caso a vista administrativa para aclarar cualquier duda que el Oficial 

Examinador pudiese tener con la titularidad de la propiedad. Por referirse 

a un mismo asunto dentro de la controversia, discutiremos los 

señalamientos en conjunto.  

 Una simple lectura al informe del Oficial Examinador deja claro 

que sus recomendaciones fueron que se radicara una querella en contra 

del señor Néstor L. Rodríguez Matos y, de forma separada, una multa 

administrativa por la infracción reglamentaria contra el recurrente, señor 

Rodríguez. Tal y como se desprende de las conclusiones del Oficial 

Examinador: “[l]a parte Querellada estuvo utilizando el pozo por espacio 

de nueve años, sin tener permiso para tal acción”.7 A estos efectos, 

indicó: 

En el presente caso, dadas las circunstancias 

establecidas en los hechos antes relatados, analizados 

conforme a la política pública y reglamentación aplicable, y 

en virtud de las Conclusiones de Derecho a que hemos 

                                                 
7 Solicitud de Revisión Judicial, Apéndice, pág. 25 
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llegado, es nuestra recomendación a esta Junta de 

Gobierno de la Junta de Calidad Ambiental que ordene la 

radicación de una querella contra el señor Néstor L. 

Rodríguez Matos por la construcción ilegal del pozo 

séptico; y emita Resolución encontrando probada la 

siguiente violación e imponiendo la correspondiente 

penalidad:  

1. Por violar la Regla 303(A) del RCIS . . . . . . . . . . . . . . . . 

. . $10,000 

TOTAL . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

$10,000 

[. . .] (Énfasis nuestro)8 

 

 Además, debemos señalar que el epígrafe de dicho informe se 

refiere exclusivamente a la persona de Orando Rodríguez, dueño del 

edificio comercial Nieves Quick Lunch. Por tanto, no hay espacio para 

concluir que la multa se le hubiere impuesto a persona distinta. La JCA 

acogió en su totalidad el informe del Oficial Examinador y conforme a sus 

recomendaciones, dio por probado los hechos que dan lugar a la sanción 

administrativa. Por tanto, no se cometió el error señalado.  

Por otro lado, según consta en la Orden Administrativa del 1 de 

octubre de 2015, el recurrente fue citado a una vista administrativa para 

que mostrara causa por la cual no debía ser penalizado.9 En dicha vista, 

el señor Rodríguez admitió haber continuado operando el pozo séptico 

aunque haciendo uso de una cisterna para las descargas.10 De igual 

forma, alegó haberse enterado de la situación ecológica cuando recibió la 

orden administrativa.11 Escuchado su testimonio, el Oficial Examinador 

hizo las siguientes determinaciones: 

Fácil debió haber sido para la Parte Querellada y para 

cualquier otra entidad igualmente regulada, el cumplir con el 

RCIS, sin tener que afrontar una penalidad por su 

incumplimiento. Su testimonio de que se enteró de la 

situación ambiental relacionada con el pozo séptico en 

el 2015, no nos mereció credibilidad. Nos llama la 

atención de sobremanera el que el señor Rodríguez Matos 

hubiese guardado silencio sobre su relación familiar, si 

alguna, con el vendedor de la propiedad, que éste adquirió 

del señor Néstor L. Rodríguez Matos, quien éste indica fue 

el que construyó el pozo y no le permitía resolver el asunto 

                                                 
8 Id. 
9 Solicitud de Revisión Judicial, Apéndice, pág. 4 
10 Solicitud de Revisión Judicial, Apéndice, pág. 15 
11 Id. 
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de las descargas provenientes de la pared del pozo séptico 

aledañas a la quebrada. Al así hacerlo, el señor Rodríguez 

Matos trató de inducir a error al Oficial Examinador. La 

Parte Querellada estuvo utilizando el pozo por espacio 

de nueve años, sin tener permiso para tal acción. Fue 

igualmente impermisible que continuara utilizando el 

pozo séptico si, como éste admite, estaba descargando 

al área aledaña a la quebrada. (Énfasis Nuestro) 

 

 Ello así, queda claro que el Oficial Examinador no le dio 

credibilidad al testimonio del señor Rodríguez con respecto a haberse 

enterado de la situación ecológica en 2015. De igual forma, este admitió 

que continuaba operando el referido pozo séptico a pesar de habérsele 

advertido de la infracción reglamentaria. Ante estos hechos, no existe 

circunstancia alguna que nos permita reducir o eximirle de la sanción 

administrativa.  

Por último, una lectura a la disposición reglamentaria infringida por 

el recurrente deja claro que la titularidad del inmueble donde se encuentra 

la inyección subterránea no es un elemento a considerar si se cometió o 

no la infracción. La Regla 303(A), supra, precisa que “ninguna persona 

causará o permitirá la operación de una facilidad de inyección 

subterránea [. . .] sin permiso de la Junta” (Énfasis nuestro). Por su parte, 

la moción de reconsideración se utiliza para que el foro adjudicador pueda 

enmendar o corregir los errores en que hubiese incurrido al dictar una 

determinación. No obstante, aún cuando acoja dicha moción, nada obliga 

al foro a declararla “con lugar”. Es precisamente por ello que, transcurrido 

el término de 90 días de inactividad, la parte afectada por la 

determinación puede solicitar un remedio ante este Tribunal de 

Apelaciones. Tal y como lo hizo el recurrente en este caso.  

B. 

 

Finalmente, nos resta determinar si la multa emitida por la JCA fue 

arbitraria, caprichosa, irrazonable o si constituye un claro abuso de 

autoridad. Según recoge la sección 7.1 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, 3 L.P.R.A. sec. 9701, las agencias 

administrativas poseen la facultad de imponer multas ascendentes a un 
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máximo de $5,000.00. No obstante, la ley orgánica de la agencia podría 

facultarle para imponer sanciones por cantidades mayores. Id. Conforme 

con ello, el Artículo 16 de la Ley 416, supra, dispone lo siguiente respecto 

a las multas y sanciones:  

A. Cualquier persona que infrinja cualquier 

disposición de esta Ley o de las reglas y reglamentos 

adoptados al amparo del mismo o que deje de cumplir con 

cualquier resolución, orden o acuerdo dictado por la Junta 

incurrirá en delito menos grave y convicta que fuere será 

castigada con una multa no menor de doscientos (200) 

dólares ni mayor de quinientos (500) dólares. A discreción 

del tribunal se le podrá imponer una multa adicional de 

quinientos (500) dólares por cada día en que subsistió tal 

violación. 

En aquellos casos en que estas infracciones se 

refieran a los Programas de Desperdicios Peligrosos, 

Calidad de Agua, Control de Inyección Subterránea, y 

Permisos y Certificación para Remoción de Pintura con 

Base de Plomo, la persona incurrirá en delito grave y será 

sancionada con pena de reclusión por un término fijo de 

nueve (9) meses. De existir circunstancias agravantes, la 

pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un máximo 

de un (1) año; de existir circunstancias atenuantes podrá ser 

reducida hasta un mínimo de seis (6) meses y un (1) día. El 

tribunal impondrá, además, una multa que no será menor 

de diez mil (10,000) dólares diarios, ni mayor de 

veinticinco mil (25,000) dólares por cada día en que 

subsistió tal violación. 

 (Énfasis nuestro) 12 L.P.R.A. sec. 8002j. 

 [. . .] 

 A su vez, la Regla 112 del Reglamento Para El Control de la 

Inyección Subterránea (RCIS), supra, establece lo siguiente:  

Cualquier violación a este Reglamento constituirá un delito 

menos grave y estará sujeta a las multas administrativas 

y penalidades establecidas por la Ley de Política 

Pública Ambiental (Ley Número 9 del 18 de junio de 

1970, según enmendada). Además, la Junta podrá, en 

casos de infracción a este Reglamento, suspender, 

enmendar o revocar cualquier permiso u otra autorización 

emitido en virtud de este Reglamento (Énfasis nuestro). 

 

 En vista de lo antes expuesto, consideramos que la multa de diez 

mil dólares ($10,000.00) impuesta al señor Rodríguez por infracciones al 

RCIS fue razonable y dentro de los parámetros de la ley.  
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IV.  

Con estos antecedentes, se confirma la determinación recurrida 

emitida por la Junta de Calidad Ambiental.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 
 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


